SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N° 003
RADICACIÓN: 660012204000202000001000
ACCIONANTE: GEOVANNY MONTOYA BETANCUR
NIEGA AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECIALES DE PROCEDIBILIDAD / SOLICITUDES REITERADAS DE LIBERTAD CONDICIONAL / NO ES OBLIGATORIO RESOLVERLAS TODAS SI NO SE ADUCEN NUEVOS ELEMENTOS DE JUICIO.
Como quiera que en la presente tutela se atacan determinaciones adoptadas por una autoridad judicial, esto es, los autos proferidos en octubre 31 de 2018, enero 31, marzo 13 y octubre 9 de 2019 por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio de los cuales se abstuvo de  efectuar nuevo pronunciamiento sobre la libertad condicional reclamada por el actor, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar la citada decisión, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo en el caso concreto.

La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional recopiló y reiteró los requisitos generales para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales  de acuerdo con lo que en tal sentido se plasmó en la sentencia C-590/05…
Frente a las pretensiones que hace el actor debe reiterarse que en atención al principio de subsidiariedad que rige la tutela, esta no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional…
… ante la negativa de la autoridad accionada para pronunciarse en cuatro ocasiones -octubre 31 de 2018, enero 31, marzo 13 y octubre 9 de 2019- frente a la libertad condicional pedida, la Sala de Casación Penal en sede constitucional, de tiempo atrás  se ha referido de manera puntual a situación parecida a la que ahora plantea el actor, y que ha sido reiterada en posteriores decisiones, como aquella a la que hizo alusión la a quo. Pero en una más reciente decisión sostuvo:

“De lo anterior se ve fácilmente que el Juzgado accionado no incurrió en vulneraciones de derechos fundamentales, o al menos ello no fue demostrado por XXX, pues de las pruebas allegadas al expediente se advierte que éste simplemente reiteró ante la precitada autoridad su petición sin aducir nuevos elementos de juicio, como si ese asunto pudiera continuar debatiéndolo indefinidamente sin consideración alguna a la fuerza ejecutoria de la providencia por la cual previamente fue resuelta la cuestión2.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta (30) de enero de dos mil veinte (2020)

                                                                  Acta de Aprobación No 051
                                                   Hora: 11:20 a.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor GEOVANNY MONTOYA BETANCUR, contra el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por estimar quebrantados sus derechos fundamentales al debido proceso, doble instancia e igualdad.
2.- SOLICITUD 
Informa el señor MONTOYA BETANCUR que fue condenado a una pena de 70 meses de prisión, luego del preacuerdo celebrado con la Fiscalía, y la vigilancia de la pena correspondió al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas al cual en mayo de 2019 solicitó la libertad condicional por haber superado las 3/5 partes de la pena impuesta, la que le fue negada sin haber interpuesto recursos.  Posteriormente envió nueva petición, pero la titular del citado despacho se niega a pronunciarse de nuevo con lo cual se vulneran sus derechos al no poder apelar tal determinación.

Pide que se protejan los derechos fundamentales reclamados y en consecuencia se le ordene a la accionada que se pronuncie en derecho frente a lo pedido.

3.- CONTESTACIÓN

La Sala admitió la acción Constitucional, corrió traslado de la misma al juzgado accionado, y dispuso vincular al apoderado del actor y al agente del Ministerio Público que interviene dentro del proceso, quienes así se pronunciaron:
- El defensor público del acusado, indica entre otros aspectos, los siguientes: (i) la funcionaria accionada no debe valorar la gravedad de la conducta y su desvalor de acción y de resultado al instante de cometerse la ilicitud, sino la posibilidad de que incurra nuevamente en conductas al margen de la ley, de conformidad con los fines de la pena, pues lo contrario daría lugar a que tal reproche no prescribiera y en Colombia no hay penas imprescriptibles; (ii) el centro penitenciario ha certificado la buena conducta del sentenciado y su compromiso en reclusión, y el no tenerse en cuenta tales factores implicaría el pago de la totalidad de la pena impuesta; (iii) debe tenerse en consideración que el sentenciado ha cumplido con el tratamiento penitenciario y con el programa de resocialización, por lo cual debe realizarse el ejercicio de ponderación de derechos de acuerdo con el principio pro homine, de progresividad y proporcionalidad de la ley penal; (iv) los jueces de ejecución de penas yerran al interpretar la prevención general y confundirla con la gravedad de la infracción, pues esta ya fue sancionada al momento de imponerse la condigna sanción; (v) al no concedérsele recursos se vulnera con ello el derecho de acceso a la Administración de Justicia; por tanto (vi) solicita se amparen los derechos del actor y se valore el asunto de conformidad con los principios de progresividad, proporcionalidad y fines de la pena.

- La Juez Cuarta de Ejecución de Penas de esta ciudad, sostuvo: (i) el despacho por auto de agosto 23 de 2018 le negó la libertad condicional al señor GEOVANNY MONTOYA, en atención a la valoración de la conducta efectuada por el juez fallador, decisión contra la cual no se interpuso recurso alguno, y no obstante haberse decretado en octubre 16 de 2018 la ilegalidad parcial de dicha determinación, por cuanto allí se tuvo en consideración la pena impuesta en condena de octubre 19 de 2016, pero se omitió una adición a dicha providencia de diciembre 14 de 2016. En tales providencias  el análisis de la conducta ilícita no sufrió modificación alguna, y frente a ello no se interpuso recurso alguno; (ii) el actor elevó peticiones posteriores en similar sentido -octubre 31 de 2018, enero 31, marzo 13 y octubre 9 de 2019-, pero al existir pronunciamiento de fondo respecto a la valoración de la conducta, se abstuvo de adoptar nueva decisión; (iii) en enero 9 de 2020 les llegó otra petición en esa misma dirección y esta se estudiará en su oportunidad conforme los presupuestos fijados por la Corte Suprema en la tutela 107664/19, providencia a partir de la cual se cambió el criterio para estudiar los requisitos del canon 64 C.P.P.; (iv) en las decisiones donde el despacho se abstuvo de resolver nuevamente la libertad condicional se indicaron las razones para ello; (v) en la actualidad y luego de la sentencia 107664/19, las peticiones que cuenten con la totalidad de documentos exigidos, serán nuevamente estudiadas con independencia de si ya se negó la libertad por la mencionada valoración; (vi) las providencias se emitieron acorde con los lineamientos de la Sala de Casación Penal en diversos fallos; y, finalmente (vii) la negativa para conceder la libertad condicional se sustentó en la valoración que en la sentencia efectuó el fallador, la cual no se modifica con el paso del tiempo, sin que sea una posición caprichosa del despacho el abstenerse de pronunciarse, ni se pueden tildar como una vía de hecho, en tanto estas se profirieron dentro del marco de la legalidad y con respeto de los derechos fundamentales.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por las partes.  
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la vigilancia de la pena impuesta al señor GEOVANNY MONTOYA BETANCUR, por el ilícito de concierto para delinquir, quebrantó sus derechos fundamentales, al negar su libertad condicional y abstenerse el despacho de resolver las nuevas peticiones elevadas al respecto.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

El señor MONTOYA BETANCUR acude a la vía constitucional en procura de la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, doble instancia e igualdad, los cuales estima transgredidos por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al negarle la libertad condicional, en tanto pese a cumplir con la exigencia de índole objetivo contenida en el artículo 64 C.P. al haber descontado algo más de las 3/5 partes de la condena a 70 meses de prisión que le fue impuesta, el juzgado le negó tal derecho en diversas ocasiones al valorar la gravedad de la conducta punible.

Como quiera que en la presente tutela se atacan determinaciones adoptadas por una autoridad judicial, esto es, los autos proferidos en octubre 31 de 2018, enero 31, marzo 13 y octubre 9 de 2019 por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio de los cuales se abstuvo de  efectuar nuevo pronunciamiento sobre la libertad condicional reclamada por el actor, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar la citada decisión, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo en el caso concreto
.

La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional
 recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
 de acuerdo con lo que en tal sentido se plasmó en la sentencia C-590/05, en la que además se precisó: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
 del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Frente a las pretensiones que hace el actor debe reiterarse que en atención al principio de subsidiariedad
 que rige la tutela, esta no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.
La jurisprudencia constitucional es contundente al señalar que el carácter subsidiario y residual de la acción constitucional significa que solo es procedente de manera supletoria, esto es, cuando no existan otros medios de defensa a los que se pueda acudir, o que pese a ello se promueva para precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable, como así lo refiere el canon 86 C.N. Precisamente, amén de la subsidiariedad que rige este trámite, ello conlleva a sostener que deben agotarse todos los mecanismos ordinarios con los que se cuenta para procurar la protección de los derechos presuntamente quebrantados.

Tal situación comporta una carga legítima al actor de desplegar todos los medios de impugnación que el sistema jurídico ha dispuesto para la defensa de sus derechos. En tal sentido, la acción de tutela no es un instrumento procesal alternativo adicional o complementario al proceso que adelanta el funcionario judicial correspondiente, pues se correría el riesgo de vaciar de contenido las competencias de las distintas autoridades judiciales e implicaría un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de la jurisdicción constitucional, y solo procedería al acreditarse la existencia de un perjuicio irremediable o que los recursos o medios a su alcance no resulten idóneos para la protección de los derechos afectados, como lo tiene sentado la jurisprudencia
. 

Así mismo, frente a la interposición de acciones de tutela contra decisiones judiciales, explicó la Alta Corporación:

“La doctrina constitucional igualmente ha sido clara en señalar que cuando se trata de providencias judiciales, la acción de tutela solamente resulta procedente de manera excepcional, pues como regla general la inconformidad de las partes con lo resuelto por los funcionarios judiciales ha de ser planteada y debatida en forma oportuna, acudiendo para ello a los medios de impugnación instituidos en los códigos de procedimiento.

No obstante, por vía jurisprudencial se ha venido decantando el alcance de tal postulado, dando paso a la procedencia de la acción de tutela cuando se trate de actuaciones que carezcan de motivación o fundamento objetivo, contrariando su voluntad para hacer imperar la arbitrariedad y el capricho del funcionario, o resulten manifiestamente ilegales, de ahí que, por excepción se permitirá que el juez de tutela pueda intervenir en orden a hacer cesar los efectos nocivos que la causal especial de procedibilidad detectada puede ocasionar en relación con los derechos fundamentales” 

De conformidad con todo lo anterior, y aunque la tutela presentada no supera los estrictos requisitos de procedibilidad contra providencias judiciales, máxime que con la misma se pretende dejar sin efecto las decisiones judiciales emitidas por una autoridad competente y amparada en la doble presunción de acierto y legalidad, amén de las particularidades del caso, dado que: (i) el actor es un sujeto de especial protección constitucional por su condición de detenido; (ii) se encuentra en juego el derecho a su libertad, la que no ha logrado ante la posición jurídica de la funcionaria encargada de la vigilancia de la pena; y (iii) que contra las determinaciones que ataca no existen otros mecanismos de defensa judicial, se evidencia que podríamos encontrarnos ante la presunta comisión de un perjuicio irremediable al no otorgársele la libertad que exige, así que tales requisitos deben flexibilizarse como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional
, y en ese sentido el Tribunal entrará a analizar la situación problemática en su fondo, y en esa dirección se tiene:

Una vez se solicitó Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas la libertad condicional a favor del señor MONTOYA BETANCUR, el despacho se pronunció por auto de agosto 23 de 2018 y le negó el beneficio liberatorio, al tener en consideración para ello la valoración de la conducta punible que en su momento realizó el juez fallador. Frente a esa determinación no se interpuso recurso alguno, con lo cual se mostraba su conformidad con lo allí decidido.
Posteriormente, por auto de octubre 16 de 2018, se decretó la ilegalidad parcial de dicha providencia, por cuanto en la primera no se tuvo en cuenta la totalidad de la pena que a este le fue impuesta de 5 años y 10 meses, indicándose en consecuencia que no se daba el requisito objetivo, a la vez que se dejaron incólume los demás aspectos allí analizados, entre ellos lo relativo a la valoración del ilícito, sin que contra esa decisión se presentaran recursos.

El canon 64 C.P. le fija las pautas al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para establecer si un condenado puede o no ser favorecido con el subrogado de la libertad condicional. Dicha norma dispone: 

“ARTICULO 64. LIBERTAD CONDICIONAL. El juez, previa valoración de la conducta punible, concederá la libertad condicional a la persona condenada a pena privativa de la libertad cuando haya cumplido con los siguientes requisitos:

1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena.

2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena.

3. Que demuestre arraigo familiar y social. (…)” -subraya de la Sala-

El referido artículo fue objeto de diversas modificaciones, entre las cuales se destaca la contenida en la Ley 890/04, que fuera motivo de demanda, por lo que la Corte Constitucional profirió la Sentencia C-194/05 por medio de la cual declaró la exequibilidad condicionada de dicho nomenclado, para plasmar al respecto en su parte resolutiva lo siguiente: “Por los cargos analizados en esta providencia, declarar EXEQUIBLE la expresión “previa valoración de la gravedad de la conducta punible” contenida en el artículo 5º de la Ley 890 de 2004, que modificó el artículo 64 del Código Penal, en el entendido de que dicha valoración deberá atenerse a los términos en que fue evaluada la gravedad de la conducta en la sentencia condenatoria por parte del juez de la causa.” 

Tal normativa -art. 64 C.P.- sufrió con posterioridad una nueva modificación que introdujo el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, misma que también fue analizada por la Alta Corporación Constitucional, a cuyo efecto surgió la Sentencia C-757/14, en la que entre otras cosas se dijo:

“la Corte Constitucional declarará exequible la expresión “previa valoración de la gravedad de la conducta punible”, contenida en el artículo 5º de la Ley 890 de 2004, que modificó el artículo 64 del Código Penal, pero para garantizar su correcta aplicación, la condicionará a que se entienda que la valoración que hace el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad debe estar acorde con los términos en que haya sido evaluada la gravedad de la conducta en la sentencia condenatoria, por parte del juez de la causa.” -negrilla de la Sala- 

En este caso se aprecia que el actor muestra su inconformidad por cuanto la jueza encargada de la vigilancia de su pena, se abstuvo de pronunciarse nuevamente frente a las peticiones de libertad condicional solicitada en diversas ocasiones, ante lo cual pide que se le ordene al despacho accionado que emita la determinación pertinente y se le conceda la posibilidad de hacer uso del derecho a la doble instancia. Ello contrario a lo esgrimido por su defensor al contestar esta acción, quien encaminó la inconformidad exclusivamente en lo atinente al tema de la valoración de la gravedad de la conducta para la concesión de la libertad condicional, tema respecto del cual en su momento volverá a pronunciarse el despacho accionado, como se verá más adelante.
Pues bien, ante la negativa de la autoridad accionada para pronunciarse en cuatro ocasiones -octubre 31 de 2018, enero 31, marzo 13 y octubre 9 de 2019- frente a la libertad condicional pedida, la Sala de Casación Penal en sede constitucional, de tiempo atrás
 se ha referido de manera puntual a situación parecida a la que ahora plantea el actor, y que ha sido reiterada en posteriores decisiones, como aquella a la que hizo alusión la a quo
. Pero en una más reciente decisión sostuvo:

“De lo anterior se ve fácilmente que el Juzgado accionado no incurrió en vulneraciones de derechos fundamentales, o al menos ello no fue demostrado por XXX, pues de las pruebas allegadas al expediente se advierte que éste simplemente reiteró ante la precitada autoridad su petición sin aducir nuevos elementos de juicio, como si ese asunto pudiera continuar debatiéndolo indefinidamente sin consideración alguna a la fuerza ejecutoria de la providencia por la cual previamente fue resuelta la cuestión. 

En tales condiciones, al formular nuevamente petición con idénticos fines, se obtuvo como respuesta del juzgado accionado que debía estarse a lo ya resuelto en providencias anteriores, decisión contenida en un auto de sustanciación lo que de contera hace improcedente su impugnación, sin que al respecto se vislumbre trasgresión para las garantías constitucionales que integran el debido proceso del accionante.

Y es que al no contener la solicitud nuevos elementos que introdujeran variación a la situación del sentenciado en relación al beneficio reclamado, no le quedaba opción diferente al juzgado que abstenerse de abordar nuevamente la temática planteada, en aplicación de los principios de economía procesal y eficiencia, esto es, al no concurrir los elementos necesarios para que sus posturas en la actualidad sean analizadas de fondo mediante auto susceptible de ser recurrido, todo lo cual descarta que se configure la vía de hecho que se denuncia” 
. -negrillas de la Sala-

En ese orden de ideas, como quiera que el juzgado ya había resuelto acerca de la solicitud de libertad condicional exigida por el actor, la cual le fue desfavorable, no estaba obligado el despacho a proferir un nuevo proveído sobre ese mismo aspecto, sin que con ello se pueda predicar afectación al debido proceso, libertad ni de acceso a la Administración de Justicia, en tanto si bien este conlleva la resolución de fondo, pronta y oportuna de los temas puestos a consideración de los órganos jurisdiccionales, tal premisa no implica el deber de los jueces que vigilan la sanción de pronunciarse sustancialmente frente a asuntos previamente definidos en providencias ejecutoriadas, como así se plasmó en la jurisprudencia citada
.

Igualmente y como quiera que los autos emitidos dispusieron abstenerse de emitir un nuevo pronunciamiento sobre lo ya definido, por ser decisiones de trámite no admitían la interposición de recurso alguno, lo que por supuesto tampoco conlleva la vulneración de derechos fundamentales
.

Finalmente, la funcionaria accionada dio cuenta que el señor GEOVANNY MONTOYA elevó petición en enero 9 de 2020, donde pide nuevamente la libertad condicional, pero a diferencia de las otras ocasiones donde el despacho se abstuvo de resolver tal pretensión, a la hora de ahora y luego de la expedición de la sentencia de tutela 107664 de noviembre 19 de 2019, por medio de la cual la Sala de Casación Penal fijó pautas que deben ser tenidas en consideración por los operadores jurídicos al momento de resolver esa clase de peticiones, en ese específico asunto sí se procederá a adoptar una nueva determinación con miras a establecer si el aquí accionante puede ser merecedor o no al beneficio liberatorio solicitado, lo cual le será notificado en su debida oportunidad, y de resultar tal decisión adversa a su pretensión podrá interponer los recursos de ley.

Por lo antes mencionado, la Corporación negará el amparo de los derechos invocados.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE NIEGA la acción de tutela presentada por el señor GEOVANNY MONTOYA BETANCUR. 

SEGUNDO: Si la sentencia no fuere impugnada, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� Cfr. Sentencia T-313/05.


� Cfr. Sentencia T-649/16.


� Sentencias SU-026 de 2012 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto; SU-424 de 2012 Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, reiteradas en sentencia T-103 de 2014 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� En sentencia T-589 de 2011, reiterada en T-002 de 2018, se indicó: “el operador judicial debe examinar la situación fáctica que define el asunto sometido a su conocimiento, y las particularidades de quien reclama el amparo constitucional, pues, si se trata de sujetos de especial protección constitucional (personas de la tercera edad o en condición de discapacidad, etc.) o de personas que se encuentren en condiciones de debilidad manifiesta, el análisis de procedibilidad se flexibiliza haciéndose menos exigente.


� CSJ SPT, 15 de julio de 2008, Rad. 37488.


� CSJ STP, 7 feb. 2017, Rad. 90107


� CSJ SPT, 27 feb. 2018, Rad. 96738.


� CSJ STP, 7 feb. 2017, Rad. 90107


� Ver: CSJ SPT, 27 feb. 2018, Rad. 96738.
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